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LA NULIDAD DE OFICIO DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS: 
ALGUNOS COMENTARIOS SOBRE SU REGULACIÓN EN LOS ORDENAMIENTOS 








En los diversos regímenes jurídicos sobre la invalidez de los actos administrativos destaca la 
figura de la nulidad de oficio de dichos actos. Se trata de una institución con carácter 
excepcional, cuyo ejercicio es reservado de modo exclusivo a la propia Administración pública 
autora de actos administrativos que contravienen el ordenamiento jurídico, cuya impugnación 
no puede lograrse mediante los mecanismos ordinarios previstos en el ordenamiento. Por esta 
razón, la doctrina y la legislación han regulado de modo exhaustivo la nulidad de oficio de los 
actos administrativos. Es el caso del Derecho peruano, que, a diferencia del Derecho español, 
exige para el ejercicio de la nulidad de oficio de los actos administrativos, aparte de la 
verificación de alguna de las causales de nulidad de pleno derecho, la existencia de un agravio 
al interés público, concepto cuya determinación debe alcanzarse en cada caso concreto, 
mediante un correcto ejercicio de la discrecionalidad otorgada a la autoridad administrativa. 
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Introducción 
Por su propia naturaleza el acto administrativo está revestido de una presunción iuris tantum de 
legalidad, en cuya virtud puede vincular a los administrados sin mediar intervención judicial, 
como consecuencia de la posición privilegiada que tiene la Administración pública como 
organización con participación del poder público. Sin embargo, esta misma presunción nos 
informa que todo acto administrativo es susceptible de prueba en contrario, es decir, que puede 
ser revisado. Dicho de otro modo, el acto administrativo, como todo acto jurídico, puede ser 
vuelto a ver, constatando de nuevo sus fundamentos de hecho y de derecho para determinar si 
puede seguirse con su modificación o desaparición del plano jurídico. 
Supuesto lo anterior, quien pretenda iniciar un procedimiento de revisión de un acto 
administrativo debe deducir del mismo un eventual vicio que pueda acarrear su nulidad. Por lo 
general, la contradicción de un acto administrativo viciado le corresponde al administrado, pues 
es éste quien ve perjudicado sus intereses por la decisión final de la Administración pública; 
pero a su vez, la Ley N.º 27444, Ley del Procedimiento Administrativo General (en adelante, 
LPAG) regula un recurso extraordinario mediante el cual la propia Administración, consciente 
de la invalidez de un acto emitido por ella misma, puede declarar la nulidad motu proprio, es 
decir, sin que ningún interesado se lo pida formalmente mediante uno de los recursos 
administrativos, o cuando, habiéndose ejercitado todos ellos, el acto haya quedado firme. 
Así pues, nuestro ordenamiento jurídico brinda a la Administración pública la posibilidad de 
que revise por sí misma los actos viciados emitidos por ella, siempre y cuando concurran 
determinadas circunstancias, mediante un procedimiento denominado nulidad de oficio o 
recurso de revisión de oficio, al que nos referiremos más adelante. 
I. La impugnación de los actos administrativos en el ordenamiento peruano 
Como se ha indicado en la doctrina nacional, es válido todo acto administrativo que reúne los 
elementos y requisitos exigidos por el ordenamiento jurídico; por el contrario, es inválido aquel 
acto que no los reúne
1
, no obstante, dicha situación de invalidez necesita ser declarada mediante 
un acto posterior. En esta línea, el artículo 9 de la LPAG dispone:  
«Todo acto administrativo se considera válido en tanto su pretendida nulidad no sea 
declarada por autoridad administrativa o jurisdiccional, según corresponda».  
1
 Cf. ABRUÑA, Antonio; BACA, Víctor, Notas al curso de Derecho Administrativo, Universidad de 
Piura, 2002, p. 326. 
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El tenor de esta norma nos indica que los actos administrativos pueden ser revisados mediante 
un procedimiento formal ante la autoridad administrativa o jurisdiccional competente, debido a 
que la presunción de validez que los reviste admite prueba en contrario. Fuera de estos dos 
supuestos –decisión administrativo o jurisdiccional– no es posible argumentar la nulidad de un 
acto administrativo. 
Ahora bien, cualquier mención a la nulidad del acto administrativo se refiere, inevitablemente, a 
técnicas procesales o medios de impugnación que el ordenamiento concede al administrado o a 
la misma Administración pública para que, bajo determinadas condiciones, puedan cuestionar la 
validez de alguna actuación administrativa debido a que ésta contiene algún vicio. Con ello lo 
que se pretende es lograr un equilibrio entre el interés particular del administrado y el interés 
público que persigue la Administración pública, de manera que esta última, mediante sus 
decisiones, no llegue a lesionar derechos del administrado ni el mismo interés general
2
, 
mediante la producción de actos administrativos contrarios a la legalidad.  
En vía administrativa, un primer supuesto consiste en la impugnación de los actos 
administrativos promovida por un administrado, como titular de un interés particular que puede 
haberse visto vulnerado con la decisión de la Administración, mediante el ejercicio de los 
denominados recursos administrativos, que han sido diseñados, siguiendo a Espinosa Saldaña, 
“como una necesaria garantía de los administrados frente a eventuales errores o excesos de 
diversas reparticiones administrativas”3.  
En efecto, los recursos administrativos esencialmente son herramientas que el ordenamiento 
jurídico ha dispensado a favor de los administrados, para que éstos puedan solicitar a la propia 
Administración que revise sus actos. De esta manera, los recursos administrativos se erigen 
como manifestación del ejercicio del derecho de contradicción de los administrados
4
. 
Asimismo, los recursos administrativos, en la medida que poseen el carácter de petición del 
sujeto recurrente ante la Administración pública, son reflejo del ejercicio del derecho 
2




3 ESPINOSA-SALDAÑA, Eloy. Recursos administrativos. Algunas consideraciones básicas y el análisis 




 Cf. MORÓN URBINA, Juan Carlos, Los recursos en la Ley del Procedimiento Administrativo General 
y en los procedimientos sectoriales, Lima, Editorial Gaceta Jurídica, 2009, p. 10.  
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fundamental de toda persona a formular peticiones ante las autoridades
5
, quienes están 
obligadas a dar una respuesta dentro de los plazos previstos en las normas, derecho reconocido 
en el artículo 2 inciso 20 de la Constitución política del Perú
6
.  
Esta primera hipótesis de impugnación de los actos administrativos se encuentra regulada en el 
artículo 11.1 de la LPAG, precepto que señala:  
«Los administrados plantean la nulidad de los actos administrativos que les conciernen 
por medio de los recursos administrativos previstos en el Título III Capitulo II de la 
presente ley».  
De acuerdo al artículo 207 de la LPAG, los recursos administrativos en el ordenamiento 
peruano son tres: el recurso de reconsideración, el recurso de apelación y el recurso de revisión, 
los cuales se pueden interponer en un plazo de quince días hábiles perentorios, a partir del 
momento en que el acto administrativo es definitivo. Son considerados recursos ordinarios, con 
plazos de excitación muy breves, a través de los cuales se puede obtener la declaración de 




Por otro lado, y como segunda alternativa de impugnación de los actos administrativos, el 
ordenamiento administrativo peruano ha reconocido, en el artículo 202 de la LPAG, el 
mecanismo de impugnación denominado revisión de oficio, cuyo análisis se ofrece más 
adelante. Basta por ahora indicar que esta herramienta es distinta a los recursos administrativos; 
por esta razón, el legislador la ha regulado en el Capítulo I del Título III de la LPAG, junto con 
la rectificación de errores materiales y la revocación de los actos administrativos, y no en el 
Capítulo II del Título III de la misma norma, dedicado a los recursos administrativos.  
II. La nulidad de oficio de los actos administrativos en el ordenamiento jurídico español
La revisión o nulidad de oficio de los actos administrativos, siguiendo a Bocanegra, es una 
institución por la cual “la Administración procede a dejar sin efecto, sin que exista excitación 
5CAJARVILLE, Juan Pablo. “Recursos administrativos: conceptos, elementos, presupuestos. Un estudio 
comparativo entre los regímenes peruano y uruguayo. Revista de la Facultad de Derecho PUCP. Nº 67, 
2011, pp. 383-384. 
6
 Constitución política del Perú. Artículo 2: 
“Toda persona tiene derecho: […] 
20. A formular peticiones, individual o colectivamente, por escrito ante la autoridad competente, la que
está obligada a dar al interesado una respuesta también por escrito dentro del plazo legal, bajo 
responsabilidad.” 
7
 Cf. ABRUÑA, Antonio; BACA, Víctor, Notas al curso de Derecho Administrativo, Universidad de 
Piura, 2002, p. 332. 
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obligatoria de parte, sin auxilio de los Tribunales, en virtud de los poderes de autotutela que el 
ordenamiento le reconoce, aquellos de sus propios actos que resulten viciados de ilegalidad, de 
acuerdo, en cada caso, con las características derivadas de las exigencias institucionales propias 
de la clase de invalidez de que se trate”8.  
De esta definición se advierte que es la autotutela de la Administración pública el fundamento 
de esta institución. En virtud de la autotutela, la Administración procede a resolver por sí misma 
los conflictos potenciales o actuales que surgen con otros sujetos en relación con sus propios 
actos o pretensiones, es la capacidad de poder hacerse justicia por sí misma. Así pues, si la 
Administración pública puede ejecutar sus actos, también puede corregir sus errores sin 
necesidad de ir a los tribunales, de cara a la consecución de un resultado más rápido y eficiente 
conforme al interés público que resguarda. La autotutela, así definida, se diferencia de la tutela 
judicial, pues no es imparcial ya que permite que la misma Administración autora del acto, 
altere su propia esfera jurídica al revisar sus actuaciones, lo que no ocurre cuando esos actos son 
sometidos a control jurisdiccional.  
Habiendo aclarado brevemente la naturaleza de esta institución, corresponde ahora comentar el 
tratamiento de la revisión de oficio en el Derecho español. En este ordenamiento, la figura se 
encuentra regulada en el artículo 102, incisos 1 y 2, de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, Ley 
de Régimen Jurídico de las Administraciones públicas y de Procedimiento Administrativo 
Común (en adelante, LPAC): 
“1. Las Administraciones públicas, en cualquier momento, por iniciativa propia o a 
solicitud del interesado, y previo dictamen favorable del consejo de estado u órgano 
consultivo equivalente de la comunidad autónoma, si lo hubiere, declararán de oficio la 
nulidad de los actos que hayan puesto fin a la vía administrativa o que no hayan sido 
recurridos en plazo, en los supuestos previstos en el artículo 62.1. 
2. Asimismo, en cualquier momento, las Administraciones públicas de oficio, y previo
dictamen favorable del Consejo de Estado u órgano consultivo equivalente de la 
Comunidad Autónoma si lo hubiere, podrán declarar la nulidad de las disposiciones 
administrativas en los supuestos previstos en el artículo 62.2”. 
En líneas generales, la revisión de oficio en el Derecho administrativo español es considerada 
como un privilegio de la Administración pública para poder anular sus propios actos sin 
necesidad de acudir a los tribunales, constituyendo una excepción del principio de que nadie 
8
 Cf. BOCANEGRA, Raúl. Lecciones sobre el acto administrativo, Segunda edición, Madrid, Civitas 
Ediciones, 2004, p. 199. 
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puede ir contra sus propios actos, pues este sólo se aplicaría a la Administración en relación a 
sus actos válidos, pero no a los que contienen algún vicio, debido a que la figura obedece a una 
defensa de la legalidad de la acción administrativa.   
Sin embargo, como puede deducirse de una lectura atenta del precepto, la nulidad de oficio, 
además de ser una potestad de la Administración, en el ordenamiento español también se 
articula como una verdadera acción de nulidad que permite a los interesados instar su ejercicio
9
, 
de ahí la mención a la posibilidad de que exista una solicitud del interesado. No obstante, el 
elemento distintivo de esta figura es la intervención de oficio de la Administración Publica, es 
decir, sin necesidad de petición de parte interesada, debido a que la esencia de la nulidad de 
pleno derecho está en su trascendencia general. Al respecto, García de Enterría y Fernández 
comentan:  
“La gravedad de los vicios que […] determina [la nulidad de oficio] trasciende del 
puro interés de la persona a la que afecta y repercute sobre el orden general. Por eso, 
precisamente, el consentimiento del interesado no convalida el acto nulo, ya que no 
puede convalidar algo que rebasa su esfera individual y pasa al ámbito de lo 
general”10.   
En esta línea de pensamiento, es lógico que sólo baste para iniciar el procedimiento de revisión 
de oficio la existencia de una causal de nulidad de pleno derecho
11
. Asimismo, la revisión de 
oficio se conecta con las exigencias institucionales de la teoría de las nulidades, como se deduce 
del citado artículo 102.1 de la LPAC, en la medida que puede ejercitarse en cualquier momento, 
9
 Cfr. COSCULLUELA, Luis. Manual de Derecho Administrativo I. Decimoquinta Edición. Madrid, 
Civitas Ediciones, 2004, p. 482 
10
 GARCÍA DE ENTERRÍA, Eduardo; FERNÁNDEZ, Tomás- Ramón. Curso de Derecho 
Administrativo I. Madrid, Civitas Ediciones, 2002, p 618. 
11
 Por esta razón, el artículo 102 de la LPAC sólo exige para el ejercicio de la nulidad de oficio de los 
actos administrativos, la presencia de alguna de las causales de nulidad de pleno derecho reconocidas en 
el artículo 62, incisos 1 y 2, de la LPAC. Este precepto señala:  
“1. Los actos de las Administraciones públicas son nulos de pleno derecho en los casos siguientes: 
a) Los que lesionen los derechos y libertades susceptibles de amparo constitucional.
b) Los dictados por órgano manifiestamente incompetente por razón de la materia o del territorio.
c) Los que tengan un contenido imposible.
d) Los que sean constitutivos de infracción penal o se dicten como consecuencia de ésta.
e) Los dictados prescindiendo total y absolutamente del procedimiento legalmente establecido o de las
normas que contienen las reglas esenciales para la formación de la voluntad de los órganos colegiados. 
f) Los actos expresos o presuntos contrarios al ordenamiento jurídico por los que se adquieren facultades
o 
derechos cuando se carezcan de los requisitos esenciales para su adquisición. 
g) Cualquier otro que se establezca expresamente en una disposición de rango legal.
2. También serán nulas de pleno derecho las disposiciones administrativas que vulneren la Constitución,
las leyes u otras disposiciones administrativas de rango superior, las que regulen materias reservadas a 
la Ley, y las que establezcan la retroactividad de disposiciones sancionadoras no favorables o 
restrictivas de derechos individuales”. 
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en consonancia con la imprescriptibilidad del vicio de nulidad, que genera la imposibilidad de 
someterlo a plazo alguno para su extirpación de la realidad jurídica
12
. 
Finalmente, en el ordenamiento jurídico español, la revisión de oficio se encuentra 
fundamentada en el orden público, aunque no se exija invocar esta causa como sí se exige en el 
Derecho peruano. Por esta razón, este mecanismo debe ser ejecutado de oficio, pues es el 
ordenamiento mismo el que exige que se depuren en cualquier momento los vicios cuya 
gravedad determina la nulidad de pleno derecho de actos administrativos, aun cuando nadie 
haya solicitado la declaración de nulidad de éstos.  
III. La nulidad de oficio de los actos administrativos en el ordenamiento peruano: la
exigencia del agravio al interés público 
En el ordenamiento peruano, la nulidad de oficio de los actos administrativos se encuentra 
regulada en el artículo 202 de la LPAG, cuyos dos primeros incisos establecen: 
“202.1 En cualquiera de los casos enumerados en el Artículo 10, puede declararse de 
oficio la nulidad de los actos administrativos, aun cuando hayan quedado firmes, 
siempre que agravien el interés público. 
202.2 La nulidad de oficio sólo puede ser declarada por el funcionario jerárquico 
superior al que expidió el acto que se invalida. Si se tratara de un acto emitido por una 
autoridad que no está sometida a subordinación jerárquica, la nulidad será declarada 
por resolución del mismo funcionario.  
Además de declarar la nulidad, la autoridad podrá resolver sobre el fondo del asunto 
de contarse con los elementos suficientes para ello. En este caso, este extremo sólo 
podrá ser objeto de reconsideración. Cuando no sea posible pronunciarse sobre el 
fondo del asunto, se dispondrá la reposición del procedimiento al momento en que el 
vicio se produjo”. 
A través de dicha norma se regula una de las más intensas potestades de la Administración 
pública, como es el poder dejar sin efecto por decisión propia un acto administrativo, incluso 
cuando éste haya adquirido firmeza, por haber incurrido en alguna de las causales taxativamente 
señaladas por la ley y que reflejan un agravio especialmente significativo al ordenamiento 
jurídico que es necesario resarcir
13
. 
Cabe resaltar que la Administración pública cuenta con un plazo privilegiado para ejercitar la 
nulidad de oficio. La LPAG ha previsto, en los incisos 3, 4 y 5 del artículo 202, que este 
mecanismo puede articularse tanto en sede administrativa como en sede jurisdiccional: 
12
 Cfr. BOCANEGRA, Raúl. op. cit., p. 200. 
13
 TIRADO BARRERA, José Antonio. El precedente administrativo y el cambio de criterio 
interpretativo en la Ley Nº 27444, Ley de procedimiento Administrativo General, Lima, Editorial 
Palestra, 2010, p. 148. 
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“202.3 La facultad para declarar la nulidad de oficio de los actos administrativos 
prescribe al año, contado a partir de la fecha en que hayan quedado consentidos. 
202.4 En caso de que haya prescrito el plazo previsto en el numeral anterior, sólo 
procede demandar la nulidad ante el Poder Judicial vía el proceso contencioso 
administrativo, siempre que la demanda se interponga dentro de los dos (2) años 
siguientes a contar desde la fecha en que prescribió la facultad para declarar la 
nulidad en sede administrativa. 
202.5 Los actos administrativos emitidos por consejos o tribunales regidos por leyes 
especiales, competentes para resolver controversias en última instancia administrativa, 
sólo pueden ser objeto de declaración de nulidad de oficio en sede administrativa por el 
propio consejo o tribunal con el acuerdo unánime de sus miembros. Esta atribución 
sólo podrá ejercerse dentro del plazo de un año contado desde la fecha en que el acto 
es notificado al interesado. También procede que el titular de la Entidad demande su 
nulidad en la vía de proceso contencioso administrativo, siempre que la demanda se 
interponga dentro de los tres años siguientes de notificada la resolución emitida por el 
consejo o tribunal”. 
Todos los plazos estipulados en el artículo citado son de caducidad. No obstante, sin duda 
otorgan un margen notoriamente más amplio a la Administración para alcanzar la declaración 
de nulidad de sus actos, en contraste con el plazo de quince días con que cuentan los particulares 
para plantear los recursos administrativos.  
Como se mencionó supra, este procedimiento de nulidad de oficio utiliza como base las 
causales de nulidad previstas en el artículo 10 de la LPAG, y agrega un requisito adicional para 
legitimar el uso de esta vía o recurso extraordinario: el agravio al interés público. Por lo tanto, 
el artículo 202 de la LPAG no reconoce otro tipo de vicio o causal de nulidad de los actos 
administrativos. Así, para el ejercicio de la revisión de oficio de los actos administrativos en 
Perú, no basta acreditar sólo la existencia de alguna causal de nulidad de pleno derecho, como 
sucede en el caso español; el ordenamiento peruano exige algo más: el acto administrativo 
viciado objeto de revisión debe suponer un agravio al interés público.  
En la legislación peruana, al igual que en la mayoría, no existe ninguna norma que defina el 
interés público, de ahí que resulta ser la doctrina la que puede dar algunas luces sobre este 
concepto. Situaciones como ésta demuestran que el Derecho acepta la existencia de conceptos 
cuyo significado ha de determinarse por medio del razonamiento jurídico en cada situación 
particular, que, además, varían de contenido y extensión según el contexto en que se encuentren 
o vayan a ser utilizados.
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El interés público, como principio o como estándar jurídico, es una creación del Derecho 
administrativo francés, formulada en el siglo XVIII. Las primeras construcciones 
jurisprudenciales del concepto en el Consejo de Estado francés oscilaron entre dos dimensiones: 
una concebía al interés general como la agregación o suma de los intereses particulares; otra lo 
relacionaba con la misión o los fines encomendados al Estado, fines que deben imponerse a los 
intereses de los individuos y que representan la expresión de la voluntad general. Esta última 
perspectiva terminó imponiéndose en la jurisprudencia administrativa francesa
14
. 
Ahora bien, el interés público, entendido desde esta segunda vertiente, no es algo que se 
contrapone o que contraviene los derechos individuales de los particulares, como podría parecer. 
Si bien el interés público es un concepto abstracto, aparentemente desvinculado de los intereses 
de cada uno de los miembros de una comunidad, ha de existir una coordinación entre ambos 
intereses, aunque, en caso de confrontación entre ellos, deba prevalecer el interés público
15
. 
En la doctrina mexicana, resalta la definición de interés público como “el conjunto de 
pretensiones relacionadas con las necesidades colectivas de los miembros de la comunidad y 
protegidas mediante la intervención directa y permanente del Estado”16. Esta definición se 
aproxima en buena medida a lo que se entiende por bien común político, fin último al que se 
dirige toda actividad estatal, y que es también un concepto jurídico indeterminado clave en el 
Derecho constitucional. 
El bien común político es entendido como “el conjunto de condiciones materiales y espirituales, 
de muy variado contenido (políticas, sociales, económicas, culturales, educativas, urbanísticas, 
ambientales, etc.), que favorecen el normal y pleno desarrollo de la persona humana y de los 
grupos que integran la sociedad política, y que han de ser creadas por y para todos y cada uno de 
sus integrantes, bajo el lúcido y limitado gobierno de la autoridad pública”17. El bien común 
14
Cfr. ROSA ALVES, Esteban. El interés público y el asesoramiento jurídico a la administración activa 
[ubicado el 6.XI.2013] Obtenido en http://www.ptn.gov.ar/ecae/primer_congreso/RosaAlves-
INTERES%20PUBLICO.pdf 
15
Cfr. BANDEIRA, Celso Antonio, citado por PICASSO UVALLE, Estefanía. La Utilización del 




 INSTITUTO DE INVESTIGACIONES JURÍDICAS, Diccionario jurídico mexicano, Tomo III, 
México, UNAM, 1996, p. 1779. 
17
 SANTIAGO, Alfonso, Bien común y Derecho Constitucional, Buenos Aires, Ábaco de Rodolfo 
Depalma, 2002, p. 95. 
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político, entonces, comprende todos aquellos bienes particulares que ayudan a la satisfacción de 
la mayor parte de las necesidades de los hombres, tanto espirituales como materiales
18
.  
Tomando en cuenta estos argumentos, a nuestro juicio el término abstracto interés público 
vendría a ser el sinónimo de bien común político en la normativa y la doctrina de Derecho 
administrativo, cuyo fin es indicar que hacia él debe dirigirse toda la actividad administrativa, 
en cualquiera de sus modalidades. Finalmente, la Administración pública, como organización 
dotada de Poder público, existe para crear esas condiciones de diversa índole que permiten 
satisfacer las diversas necesidades de las personas en la comunidad política. El interés público, 
entonces, es el elemento teleológico del Derecho administrativo. 
Firmes estas consideraciones, queda claro que el interés público es un concepto jurídico 
indeterminado. Por ello, para su aplicación en cada caso particular el ordenamiento jurídico 
concede un margen de apreciación a la autoridad administrativa o jurisdiccional a fin de que 
ésta determine el contenido y extensión del concepto, teniendo en cuenta siempre que dicha 
determinación no puede ser irrazonable o desproporcionada con las circunstancias de cada caso 
concreto
19
. Por lo tanto, podemos decir que el concepto de interés público concede a la 
Administración pública un ámbito de discrecionalidad para poder apreciar qué situaciones 
concretas convienen a dicho interés o, por el contrario, lo perjudican.  
Sobre el particular, el Tribunal Constitucional (en adelante, TC) ha señalado que: 
 “el concepto de interés público es un concepto indeterminado, sin embargo, tiene que 
ver con todo aquello que beneficia a la comunidad en general. Su satisfacción constituye 
uno de los fines del Estado y justifica la organización administrativa. Por otro lado, […] 
el interés público, como concepto indeterminado, se construye sobre la base de la 
motivación de las decisiones, como requisito sine qua non de la potestad discrecional de 
la Administración, quedando excluida toda posibilidad de arbitrariedad”20.  
De acuerdo a lo señalado por el TC, la Administración pública debe motivar suficientemente las 
decisiones que adopte en torno al interés público
21
. En el tema que ahora nos ocupa, resulta 
18
 Cf. VINCES ARBULÚ, Martin, “El bien común político como principio fundamental del Estado: una 
breve mirada al ordenamiento constitucional peruano”, en Gaceta Constitucional, Nº 42, 2011, pp. 277, 
ss.  
19
 Cf. STC Nº 0090-2004-AA/TC, f. j. 10. 
20
 STC Nº 0090-2004-AA/TC, f. j. 11. 
21
 La LPAG desarrolla de modo general en el artículo 6º, inciso 1, el requisito de la motivación que deben 
cumplir los actos administrativos, en los siguientes términos: “La motivación deberá ser expresa, 
mediante una relación concreta y directa de los hechos probados relevantes del caso específico, y la 
exposición de las razones jurídicas y normativas que con referencia directa a los anteriores justifican el 
acto adoptado”.  
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importante que la Administración fundamente con claridad en qué casos alguna actuación suya, 
aparte de estar incursa en alguna de las causales de nulidad, constituye un agravio al interés 
público. El funcionario administrativo está obligado a fundamentar con parámetros objetivos, 
junto con el criterio de su experiencia, por qué, cómo, de qué forma determinado acto 
administrativo vulnera el interés público; debe expresar en cada decisión que adopte cuáles son 
las causas y consecuencias del agravio al interés público. A nuestro juicio, es éste el elemento 
clave al cual debería prestársele una atención de primer orden en los procedimientos 
administrativos de nulidad de oficio.  
Si esto es así en los procedimientos tramitados al interior de las Administraciones públicas, con 
la misma razón resulta aplicable en sede jurisdiccional. El juez también debe expresar en sus 
sentencias los fundamentos de hecho y de derecho que justifican que determinados actos 
administrativos deban ser declarados nulos por suponer un agravio al interés público.  
Para finalizar, no faltan casos en los cuales la Administración pública hace un uso injustificado 
de la discrecionalidad que ostenta para determinar cuándo sus actuaciones constituyen un 
agravio al interés público. Estas situaciones podrían evitarse o disminuir si se contara con 
algunos parámetros expresos establecidos por el legislador para el estudio y la determinación de 
este concepto. Sin embargo, al tratarse de un concepto abstracto de difícil definición, resulta 
difícil también –y, hasta cierto punto, arriesgado– pretender trazar parámetros para su correcta 
determinación.  
IV. Comentarios finales
Antes de poner punto final a estas líneas, consideramos pertinente resaltar que la nulidad de 
oficio de los actos administrativos es la técnica que pone de relieve de mejor manera la 
característica esencial del máximo grado de invalidez que puede ostentar un acto administrativo: 
la necesidad de su expulsión del ordenamiento jurídico, aun sin mediar petición de parte. El 
hecho de que la propia Administración autora del acto infractor pueda declarar, de motu 
proprio, la nulidad de éste y destruir así la aparente validez que protegía al mismo, es coherente 
con lo señalado anteriormente.  
El reconocimiento a la Administración pública de esta facultad exorbitante que, como 
señalamos, se inscribe en el contenido del poder de autotutela, hunde sus bases en el deber de 
atender el interés público subyacente en todo procedimiento administrativo y proceso judicial de 
nulidad de acto administrativo, y que en el procedimiento de nulidad de oficio diseñado en el 
Derecho peruano adquiere un tono especial, de acuerdo a la exigencia señalada en el artículo 
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202.1 de la LPAG:  “[…] puede declararse de oficio la nulidad de los actos administrativos, 
aun cuando hayan quedado firmes, siempre que agravien el interés público”. 
En esta línea, siendo el agravio al interés público el fundamento principal en el cual debe apoyar 
la Administración pública la decisión de declarar nulo de oficio algún acto suyo, el correcto 
ejercicio de la discrecionalidad administrativa, sustentado en todos los casos en una debida 
motivación de las resoluciones administrativas, ocupa un lugar importante. A nuestro juicio, el 
interés público no es más que el sinónimo en el Derecho administrativo del concepto bien 
común político, propio del Derecho constitucional, por lo que podrían resultar útiles las 
definiciones que la doctrina ha dado de éste para determinar si un acto administrativo enjuiciado 
ha dañado o no el interés público. 
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